1. ¿Esta usted al corriente de las restricciones sobre los derechos de las personas con discapacidad a votar y ser elegido? Si es así, ¿cuáles son esas restricciones?*
En Colombia para ejercer el derecho al sufragio, para elegir y ser elegido y para desempeñar cargos públicos que impliquen autoridad o jurisdicción es condición previa e indispensable tener la calidad de ciudadano (CP art. 99). Para el ejercicio de la ciudadanía se requiere tener 18 años, conforme a lo previsto en el parágrafo del artículo 98 de la Constitución y la Ley 27 de 1977. 
La Registraduría Nacional del Estado Civil es la entidad responsable del registro e identificación de los colombianos y de la administración de los procesos electorales. Por esta razón, es la autoridad que se encarga de expedir la cédula de ciudadanía, documento que certifica la mayoría de edad en las urnas.
La ciudadanía se pierde de hecho cuando se ha renunciado a la nacionalidad y puede ser suspendida en virtud de decisión judicial en los casos que determine la ley (CP art. 98), por ejemplo, cuando la persona es condenada por la comisión de un delito que conduzca a la imposición de la pena de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas. Esta sanción se traduce en prohibir temporalmente la facultad de elegir y ser elegido, y de ejercer cualquier otro derecho político, función pública, dignidades y honores que confieren las entidades oficiales. (Ley 599 de 2000 art. 44).
El derecho al sufragio también se le reconoce a los extranjeros residentes en Colombia, pero sólo para las elecciones y consultas populares de carácter municipal o distrital, pues los derechos políticos se reservan a los nacionales (CP art. 100). Los extranjeros deben reunir las siguientes  condiciones  para ejercer su derecho al voto: a) tener visa de residente de conformidad con las normas que regulan la materia; b) acreditar como mínimo cinco (5) años continuos e ininterrumpidos de residencia en Colombia; c) tener cédula de extranjería de residente; d) estar inscrito en el registro electoral; e) y no estar incurso en ninguna inhabilidad (Ley 1070 de 2006 art. 5).
La Constitución Política consagra una única prohibición absoluta para el ejercicio del derecho al sufragio relacionada con los miembros de la Fuerza Pública (Fuerzas Militares y Policía Nacional). Al respecto, el artículo 219, inciso 2, dispone: “los miembros de la Fuerza Pública no podrán ejercer la función del sufragio mientras permanezcan en servicio activo, ni intervenir en actividades o debates de partidos o movimientos políticos”.  
Como se observa de las reglas anteriormente expuestas, la Constitución no consagra ninguna restricción originada en la condición de discapacidad de una persona para ejercer el derecho a elegir y ser elegido. Tampoco existen restricciones de tipo legal que se relacionen con dicha condición.
 2. ¿Esta usted al corriente de todas las buenas prácticas del gobierno y otros actores para que las personas con discapacidad participen en la vida política y pública en igualdad de condiciones con los demás?

En realidad no existe la suficiente información en el país sobre el conjunto de buenas prácticas que permitan participar en igualdad de condiciones a las personas con discapacidad en la vida política y pública. Sin embargo, a manera de ejemplo, es importante citar los esfuerzos de la Registraduría Nacional del Estado Civil que ha dispuesto una oficina especial para la atención de las personas con discapacidad (OPADI) con el fin de facilitar condiciones acordes a su situación en el proceso de expedición de la cédula de ciudadanía. Desde dicha Oficina no sólo se atiende a las personas con discapacidad sino que además se promueven campañas y brigadas para la obtención de la cédula, en todos los municipios del país y en algunos lugares o establecimientos dedicados a la atención de personas con discapacidad.
En los últimos tres años, la Registraduría Nacional del Estado Civil ha facilitado el trámite de expedición de la cédula a 42.484 personas con discapacidad, de las cuales 7.257 corresponden al año 2010. Finalmente, también se han entregado 84 tarjetas de identidad, que es el documento mediante el cual se identifican a los adolescentes entre 14 y 17 años de edad. 
3. ¿Esta usted al corriente de todas las buenas prácticas:

(a) para garantizar la consulta activa con las personas con discapacidad y sus organizaciones representativas en la toma de decisiones. Los ejemplos podrían incluir las decisiones relacionadas con el derecho y la política, así como al desarrollo y asistencia humanitaria.
En el año 2007 se expidió la Ley 1145 por medio de la cual se organiza el Sistema Nacional de Discapacidad como el mecanismo de coordinación de los diferentes actores que intervienen en la integración social de esta población, con el fin de racionalizar los esfuerzos, aumentar la cobertura y organizar la oferta de programas y servicios, promover la participación de la población fortaleciendo su organización, así como la de las organizaciones públicas y de la sociedad civil que actúan mediante diversas estrategias de planeación, administración, normalización, promoción/prevención, habilitación/rehabilitación, investigación y equiparación de oportunidades. 
En el marco de este sistema se creó el Consejo Nacional de Discapacidad como organismo consultor y de asesoría institucional, de carácter permanente, para la coordinación, planificación, concertación, adopción y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la población con discapacidad. 

Este Consejo está integrado, entre otros, por seis (6) representantes de las organizaciones sin ánimo de lucro de personas con discapacidad, a saber:
· Un representante de las organizaciones de personas con discapacidad física.
· Un representante de las organizaciones de personas con discapacidad visual.

· Un representante de las organizaciones de personas con discapacidad auditiva.

· Un representante de organizaciones de padres de familia de personas con discapacidad cognitiva.

· Un representante de organizaciones de personas con discapacidad mental.

· Un representante de las organizaciones de personas con discapacidad múltiple;
La elección de estos representantes se cumplió a través de una amplia convocatoria dirigida a las organizaciones y personas con discapacidad y luego de la realización de un proceso reglado para su selección. En la práctica, los representantes promueven la participación de las personas con discapacidad que pertenecen a cada sector y han propuesto procesos de consulta a sus sectores con anterioridad a la adopción de  decisiones que deban adoptarse en el Consejo Nacional de Discapacidad.  
La participación de las personas con discapacidad también está presente en otras instancias del sistema, de carácter técnico, a nivel nacional, regional, distrital y local, como ocurre con los grupos de enlace sectorial y los comités distritales, territoriales y locales de enlace sectorial, que se desarrollan en el siguiente punto.
En estos espacios el tema de los derechos políticos es uno más de los temas a tratar para la toma de decisiones en la implementación de la política pública relacionada con este grupo poblacional.
(b) para promover la participación de las organizaciones no gubernamentales y asociaciones.
Además de la participación de las organizaciones de personas con discapacidad en el Consejo Nacional de Discapacidad, estas forman parte de otras instancias del Sistema, que son de carácter técnico como los Grupos de Enlace Sectorial o de nivel intermedio de concertación, asesoría, consolidación, seguimiento y verificación de la puesta en marcha de la política pública de discapacidad, como lo son los comités que funcionan en el nivel territorial. En estos espacios intervienen representantes de las distintas instituciones que trabajan en el tema de la discapacidad, así como las propias personas con discapacidad.
Otro espacio institucional que promueve la participación tanto de las personas con discapacidad, como de las ONG y asociaciones, así como de la institucionalidad, son los Encuentros Nación. En ellos se discute sobre temas de política pública en discapacidad  y de intercambio de experiencias y buenas prácticas territoriales en el tema objeto del encuentro así como de empoderamiento de los lineamientos y directrices que se estén trazando desde las instancias gubernamentales en torno a los mismos. Son encuentros que se realizan una vez al mes conforme a una agenda establecida al inicio de cada año. Para su realización se utiliza el sistema de video conferencia que enlaza a todas las regiones del país. En cuanto a su participación, se trata de un esquema abierto en el que concurren distintos representantes de organizaciones y personas con discapacidad. A partir de ellos se evalúan los avances de las regiones en el tema y se recogen y resuelven las inquietudes de los participantes.

 4. ¿Tiene usted alguna información sobre las formas que las personas con discapacidad y sus organizaciones representativas participan en el seguimiento de la Convención? Si es así, sírvanse dar ejemplos.

Podemos mencionar tres experiencias distintas:

a) SISTEMA NACIONAL DE DISCAPACIDAD. A través del Sistema Nacional de Discapacidad, mediante la participación de las personas con discapacidad y sus organizaciones representativas en las distintas instancias que lo conforman, tal previamente se explicó
b) PAIIS. Programa de Acción por la Igualdad y la Inclusión social de la Facultad de derecho de la Universidad de los Andes.

Desde mediados de 2010 PAIIS es miembro activo de la Red Iberoamericana de Expertos en la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, organización con fines académicos y sociales que tiene como misión el estudio, aplicación y seguimiento de la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD), así como de los principios legales y sociales que promueve. 

A través de la cooperación y el intercambio de conocimientos y buenas prácticas entre los grupos de expertos provenientes de diferentes regiones, la RED busca consensuar y definir los pasos a seguir, así como elaborar propuestas precisas para que en todos los países de Iberoamérica se incorpore la CDPD a los sistemas legales y a las buenas prácticas sociales. 

La Red cuenta con la coordinación de dos (2) entidades: el Centro de Investigación y Docencia en Derechos Humanos "Alicia Moreau" de la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional de Mar del Plata y la Asociación EQUAL, ambas de Argentina.
c) REDDIS. Red Nacional de Organizaciones para la Promoción, Ratificación e Implementación de la Convención de Derechos de las Personas con Discapacidad.
Su apuesta inmediata es adelantar acciones de incidencia democrática durante las campañas electorales que se desarrollarán a partir del segundo semestre del 2011. El reto para las organizaciones de personas con discapacidad de todo el país, consiste en posicionar el tema dentro de los programas de gobierno de candidatos a las alcaldías, gobernaciones y corporaciones públicas, y posteriormente incidir en la definición de los contenidos de los planes de desarrollo, asegurando que las acciones de los gobiernos locales dirigidas a las personas con discapacidad, estén guiadas por los contenidos de la Convención Internacional de Derechos de las Personas con Discapacidad.

5. ¿Existen estadísticas y datos recogidos en relación con el goce de los derechos políticos de las personas con discapacidad? Por favor, proporcione las estadísticas y los datos pertinentes, si es posible.

No existen variables estadísticas que permitan la medición del ejercicio de los derechos políticos por parte de las personas con discapacidad. A pesar de las indagaciones que se realizaron para establecer su existencia, las autoridades del sistema electoral nacional guardaron silencio. No obstante revisados los informes electorales oficiales se evidencia que en ellos no se incluye ninguna referencia en torno a dicha participación. 
La única estadística que se encuentra es la referente a la votación de personas con discapacidad visual que hacen uso de las tarjetas impresas en sistema braille. Para las elecciones presidenciales de 2010 fueron impresas 86.000 tarjetas para ser repartidas en 71.777 mesas ubicadas en 1.102 municipios, cárceles y consulados. El número de tarjetas impresas en sistema braille correspondió a un censo previo elaborado en coordinación con el Instituto Nacional de Ciegos (INCI) y con el histórico de votaciones. La entrega de estas tarjetas estuvo precedida de la afirmación de la persona con discapacidad acerca de su conocimiento sobre el sistema braille. Las personas con discapacidad visual que no conocen ese lenguaje pueden sufragar en los cubículos correspondientes acompañadas de una persona libremente designada por ellos para que le marque su voto en la casilla de tarjeta electoral correspondiente. No obstante, una de las quejas recogidas por la Misión de Observación Electoral (MOE) fue justamente la no llegada de los tarjetones y las cartillas en lenguaje braille a algunos puestos de votación.  

6. ¿Su institución participa en programas de cooperación internacional relacionados con la promoción de los derechos políticos de las personas con discapacidad? Por favor, describa las formas en que los programas son inclusivos y accesibles a las personas con discapacidad.

La institución no participa en programas de cooperación internacional. 
 7. ¿Tiene usted alguna información adicional que desee proporcionar?
De acuerdo con los estudios existentes, la principal barrera en el ejercicio de los derechos políticos se encuentra en la ausencia de una reglamentación expresa que garantice la practicidad de estos derechos a favor de las personas con discapacidad. El informe del MOE sobre las últimas elecciones presidenciales realizadas en Colombia pone de presente dicha limitación: 

“E. Derechos de los ciudadanos en situación de discapacidad y tercera edad.

Comentario especial merece la estadística encontrada acerca de si los puestos tenían las condiciones necesarias para permitir a la población en situación de discapacidad votar de manera adecuada. Se debe llamar la atención respecto a que en un 44,2% de los formularios, se reporta que en el puesto de votación no existen las condiciones para que las personas en situación de discapacidad voten de manera adecuada, de acuerdo con los datos reportados por los observadores. Para los observadores de la MOE, fue particular ver la presencia de ciudadanos de la tercera edad que desde primeras horas de la mañana aparecían haciendo las largas filas con esperas de aproximadamente 1 hora. Se reportó que no llegaron los tarjetones ni las cartillas en lenguaje Braille, no había rampas ni ascensores para subir a segundos pisos y los accesos tenían obstáculos, los espacios para ingreso son reducidos y dificultan el ingreso, cuando la persona está en muletas, el cubículo no presta punto de apoyo para poder escribir y es muy alto para las personas en sillas de ruedas. Se recomienda pensar en las personas en situación de discapacidad a la hora de organizar logísticamente los puestos de votación. Se debe revisar el cubículo ya que no es apto para que una persona en silla de ruedas o en muletas pueda votar porque es muy alto y muy endeble para resistir el peso de alguien apoyándose en él. Se recomienda que las personas con capacidades especiales no hagan fila, se debería dar prioridad a estas personas para que realicen su derecho a votar de manera oportuna y fácil.”
En el informe se recomienda: 

“Garantías para personas de la tercera edad y en situación de discapacidad.

 Es un deber de las autoridades generarle a toda la ciudadanía, independiente de su condición, las condiciones para poder ejercer su derecho a votar. Jurados, testigos, y ciudadanía tienen que saber cuáles son los procedimientos legales para que personas de la tercera edad y personas en situación de discapacidad pueda votar. Se debe tener clara la legislación existente sobre los casos en que un ciudadano necesita de acompañante. Se recomienda pensar en las personas en situación de discapacidad a la hora de organizar logísticamente los puestos de votación. Se debe revisar el cubículo ya que no es apto para que una persona en silla de ruedas o en muletas pueda votar porque es muy alto y muy endeble para resistir el peso de alguien apoyándose en él. Se recomienda que las personas con capacidades especiales no hagan fila, se debería dar prioridad a estas personas para que realicen su derecho a votar.”
La Misión de Observación Electoral está integrada por 302 organizaciones que, para las elecciones del año 2010, desplegaron 3.195 observadores en puestos de votación, 282 observadores itinerantes, 56 observadores nacionales, 32 observadores internacionales y por primera vez se contó con observadores en embajadas y consulados del exterior en 10 países. El informe del MOE así como los informes relacionados con otras elecciones pasadas puede ser consultado en la página Web:

 http://www.moe.org.co/webmoe/index.php?option=com_content&view=article&id=110&Itemid=107
Algunas de esas barreras se han visibilizado a través de las sentencias proferidas por la Corte Constitucional y por el Consejo de Estado, como máximas corporaciones judiciales del país. Se pueden citar como ejemplos las sentencias T-473 y T-487 de 2003 sobre expedición de tarjetas electorales en sistema braille. Al respecto, se puede consultar la siguiente página Web:
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/providencia.php

* Abreviaturas: CP = Constitución Política de Colombia.





